








Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 27 de Madrid - Procedimiento Abreviado - 267/2023 5 / 10

supuestos muy concretos y determinados y contempla, en 
términos generales, la posibilidad de impetrar la tutela 
jurisdiccional respecto de los casos en que se haya producido 
una inactividad administrativa controlable por esta 
jurisdicción contenciosa, para lo cual deben darse una serie 
de requisitos y presupuestos respecto de los cuales cabe 
utilizar como criterio de interpretación la Exposición de 
Motivos de la Ley 29/1998 y en concreto el párrafo 8º de su 
número V explica: “Largamente reclamado por la doctrina 
jurídica, la Ley crea un recurso contra la inactividad de la 
Administración, que tiene precedentes en otros ordenamientos 
europeos. El recurso se dirige a obtener de la Administración, 
mediante la correspondiente sentencia de condena, una 
prestación material debida o la adopción de un acto expreso en 
procedimientos iniciados de oficio, allí donde no juega el 
mecanismo del silencio administrativo. De esta manera se 
otorga un instrumento jurídico al ciudadano para combatir la 
pasividad y las dilaciones administrativas. Claro está que 
este remedio no permite a los órganos judiciales sustituir a 
la Administración en aspectos de su actividad no prefigurados 
por el derecho, incluida la discrecionalidad en el «quando» de 
una decisión o de una actuación material, ni les faculta para 
traducir en mandatos precisos las genéricas e indeterminadas 
habilitaciones u obligaciones legales de creación de servicios 
o realización de actividades, pues en tal caso estarían
invadiendo las funciones propias de aquélla. De ahí que la Ley
se refiera siempre a prestaciones concretas y actos que tengan
un plazo legal para su adopción y de ahí que la eventual
sentencia de condena haya de ordenar estrictamente el
cumplimiento de las obligaciones administrativas en los
concretos términos en que estén establecidas. El recurso
contencioso-administrativo, por su naturaleza, no puede poner
remedio a todos los casos de indolencia, lentitud e ineficacia
administrativas, sino tan sólo garantizar el exacto
cumplimiento de la legalidad”.
La Ley explica, a través de su Exposición de Motivos el
significado de esta acción y también sus límites: la eventual
sentencia de condena ha de ordenar estrictamente el
cumplimiento de las obligaciones administrativas en los
concretos términos en que estén establecidas y nunca en otros
diferentes. La sentencia del TSJ de Madrid Sala de lo
Contencioso-Administrativo, sec. 3ª, de 9-4-2010, nº 313/2010,
rec. 1926/2008. Pte: Estévez Pendas, Rafael recuerda con toda
claridad la naturaleza y objeto de esta acción: “…la condena a
ejecutar actos firmes al amparo del artículo 29.2, supone una
labor de enjuiciamiento del Juez o Tribunal que es
independiente del contenido del acto firme el cual, por la
naturaleza y configuración de la pretensión regulada en el
artículo 29.2 de la LRJCA, no se enjuicia ni analiza por este
Tribunal, que lo único que hace es verificar la existencia del
















